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DERECHOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD
(Presentado por la Delegación de México)
(Aprobado en la reunión del día 22 de mayo de 2014)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1816 (XXXI-O/01), AG/RES. 1897 (XXXII-O/02), AG/RES. 1927 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2037 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2125 (XXXV-O/05), AG/RES. 2233 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2283 (XXXVII-O /07), AG/RES. 2403 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2510 (XXXIX-O/09), AG/RES.2592 (XL-O/10),  y AG/RES. 2668 (XLI-O/11) , relacionadas con los derechos de las personas privadas de libertad;
RECONOCIENDO el compromiso de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de respetar, garantizar y proteger los derechos humanos de las personas que han sido privadas de la libertad, establecidos en todos los tratados de derechos humanos en que los Estados son partes, incluyendo la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), y  otros instrumentos de derechos humanos, incluyendo la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (DADDH);

CONSCIENTE de que en todo el Continente persisten serios desafíos para asegurar de manera plena el respeto, garantía y protección de los derechos humanos de las personas privadas de la libertad.


CONSCIENTE también de la necesidad de mantenerse especialmente alerta ante la situación específica de los niños, los menores y las mujeres en la administración de justicia,  en particular mientras están privados de libertad, y ante su vulnerabilidad frente a diversas formas de violencia, vejación, injusticia y humillación”.
TENIENDO EN CUENTA:
El instrumento titulado “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas,” aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2008; 
El contenido, conclusiones y recomendaciones del Informe sobre “Los Derechos Humanos de las personas privadas de libertad”, elaborado por la CIDH y publicado en 2011.

El contenido, conclusiones y recomendaciones del Informe sobre “El uso de la prisión preventiva en las Américas” elaborado por la CIDH y publicado en 2014.

La labor y pronunciamientos de la CIDH y de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de la Libertad de la CIDH en la materia.

Las conclusiones y recomendaciones sobre las políticas penitenciarias y carcelarias de los Estados Miembros, adoptadas en las diez sesiones celebradas en el proceso de la Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA); y

Las conclusiones adoptadas en las tres reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros, celebradas en Washington, D.C. (2003 y 2012) y en Valdivia, Chile (2008).

CONVENCIDA de que la acción coordinada entre la OEA y los Estados Miembros  contribuye a la identificación de los desafíos en esta materia y sus causas, así como al diseño y ejecución de estrategias y medidas regionales y nacionales que permitan atenderlas.

DESTACANDO la importancia y utilidad que tienen la labor y aportaciones de otros actores internacionales relevantes, de las organizaciones de la sociedad civil y de actores sociales respecto de los esfuerzos que llevan a cabo los Estados Miembros para respetar, garantizar y proteger los derechos de las personas privadas de la libertad;
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que cumplan con sus obligaciones internacionales de respetar, garantizar y proteger los derechos humanos de las personas privadas de la libertad, prestando particular atención a la situación de los grupos en condiciones de vulnerabilidad y/o históricamente sometidos a discriminación y a personas sentenciadas a muerte.

2. Instar a los Estados Miembros a que analicen, desde una perspectiva de derechos humanos y aplicando un enfoque de género y otros enfoques diferenciales, su marco regulatorio, normativo, institucional y de políticas públicas en materia penitenciaria y carcelaria, y en su caso adopten las medidas necesarias para cumplir plenamente con sus obligaciones internacionales tomando en cuenta los distintos instrumentos, informes, conclusiones y recomendaciones adoptados en el ámbito de la OEA y señalados anteriormente, así como las buenas prácticas registradas por otros Estados y las aportaciones de actores internacionales relevantes, de organizaciones de la sociedad civil y de actores sociales.

3. Instar a los Estados Miembros a que, en el análisis y adecuación del marco regulatorio, normativo, institucional y de políticas públicas, consideren de manera prioritaria hacer adecuaciones y/o adoptar medidas encaminadas a:

a. Garantizar a las personas privadas de la libertad condiciones adecuadas de albergue, higiene, alimentación, vestido, atención médica y psicológica y de acceso e interacción con familiares en los centros de privación de la libertad.

b. Apoyar el objetivo de la readaptación social en la medida de los posible permitiendo que el recluso cumpla su condena en el lugar más cercano a sus familiares.

c. Prevenir y reducir el hacinamiento en los centros de privación de la libertad.

d. Prevenir y atender adecuadamente situaciones de violencia en los centros de privación de la libertad.

e. Prevenir e investigar y, en su caso de que sea comprobado, sancionar la práctica de casos de tortura. y de otros tratos crueles inhumanos o degradantes, así como del uso desproporcionado de la fuerza, por parte del personal de los centros de privación de la libertad.

f. Prestar especial atención a las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos en mayores condiciones de vulnerabilidad y/o históricamente sometidas a discriminación, y a personas sentenciadas a muerte.

g. Garantizar a las personas privadas de la libertad el acceso a la justicia, la cual debe ser pronta y efectiva.

h. Limitar la aplicación de la prisión preventiva a situaciones eminentemente excepcionales, y sujeta a los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, y considerar la reglamentación y uso de medidas cautelares no privativas de la libertad.

i. Capacitar al personal de centros de privación de la libertad en materia de derechos humanos y trato digno de la población carcelaria.

4. Alentar a los Estados Miembros a continuar intercambiando información, experiencias y buenas prácticas, así como fortaleciendo la cooperación mutua, en materia de políticas carcelarias y penitenciarias, con especial énfasis en estrategias y acciones que aseguren el respeto, garantía y protección de los derechos de las personas privadas de libertad, y que aprovechen para tal efecto las reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros y del proceso REMJA, entre otras relevantes.

5. Encomendar al Consejo Permanente, por conducto de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a que organice y celebre al menos una reunión entre los órganos y entidades competentes de la OEA y los Estados Miembros en la que se aborden los principales desafíos en materia de respeto, garantía y protección de los derechos de las personas privadas de libertad, y se consideren propuestas sobre iniciativas, estrategias y/o acciones regionales y/o nacionales que contribuyan a la atención de dichos desafíos, con miras a formular recomendaciones a la próxima Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA, a la próxima reunión del proceso de REMJA y, en última instancia, a la Asamblea General en su cuadragésimo sexto periodo ordinario de sesiones.

6. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y a su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad que continúen con sus labores de seguimiento sobre la situación en la que se encuentran las personas privadas de la libertad en todo el  Continente, así como que participen activamente en próximas reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA y del proceso de REMJA, entre otras relevantes.

7. Encomendar al Departamento de Seguridad Pública de la OEA que en las próximas reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA y del proceso de REMJA se consideren iniciativas, estrategias y/o acciones regionales y/o nacionales que contribuyan a atender los desafíos que se enfrentan en materia de respeto, garantía y protección de los derechos de las personas privadas de libertad, con base en propuestas y recomendaciones formuladas por los Estados Miembros y otros órganos y entidades de la OEA competentes en esta materia.

8. Reconocer la importante labor que lleva a cabo el Comité Internacional de la Cruz Roja, en el ámbito de su competencia, con el fin de contribuir a que las personas que han sido privadas de su libertad reciban un trato humano y alentar la cooperación de los países con los esfuerzos de la CICR. 
9. Alentar a actores internacionales relevantes, a organizaciones de la sociedad civil y a actores sociales a continuar con su labor y aportaciones sobre medidas para atender los desafíos que se enfrentan en esta materia.

10. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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